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I.   NOVEDADES NORMATIVAS.
1.  Estado
.
Novedades desde el 18 de junio de 2020.
→ Ley 6/2020, de 11 de noviembre, reguladora de determinados aspectos de los servicios electrónicos de confianza. 
Esta Ley contiene veinte artículos, cuatro disposiciones adicionales, dos transitorias, una disposición derogatoria y siete disposiciones finales. Las disposiciones adicionales se refieren: la primera a Fe pública y servicios electrónicos de confianza; la segunda a los efectos jurídicos de los sistemas utilizados en las Administraciones públicas; la tercera al Documento Nacional de Identidad y sus certificados electrónicos, y la cuarta al secreto de la identidad de los miembros del Centro Nacional de Inteligencia. La disposición transitoria primera se refiere a la comunicación de actividad por prestadores de servicios no cualificados ya existentes, y la disposición transitoria segunda mantiene en vigor el Real Decreto 1553/2005, de 23 de diciembre, por el que se regula la expedición del Documento Nacional de Identidad y sus certificados de firma electrónica, el cual constituye desarrollo reglamentario parcial de la Ley 59/2003, de 19 de diciembre, de firma electrónica. 
En las disposiciones finales se modifican diversas leyes. 
En la primera, la Ley 56/2007, de 28 de diciembre, de medidas de impulso de la sociedad de la información, de forma que las empresas que presten servicios al público en general de especial trascendencia económica deberán disponer de un medio seguro de interlocución telemática, no necesariamente basado en certificados electrónicos. Con ello, se flexibiliza la norma y se da cabida a otros medios de identificación generalmente usados en el sector privado. 
En la disposición final segunda, se modifica la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, con objeto de adaptarla al nuevo marco regulatorio de los servicios electrónicos de confianza definido en esta Ley y en el Reglamento (UE) 910/2014. 
En la disposición final tercera, se modifica la Ley 34/2002, de 11 de julio, de servicios de la sociedad de la información y de comercio electrónico, para adaptar su regulación al Reglamento (UE) 2019/1150 del Parlamento Europeo y del Consejo, referente a plataformas digitales. 
En la disposición final cuarta se introduce una nueva disposición adicional séptima en la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio, para adaptar su regulación al Reglamento (UE) 2018/302 del Parlamento Europeo y del Consejo, sobre medidas destinadas a impedir el bloqueo geográfico injustificado y otras formas de discriminación por razón de la nacionalidad, del lugar de residencia o del lugar de establecimientos de los clientes en el mercado interior.
La disposición final quinta contiene el título competencial, en virtud del cual la Ley se dicta al amparo de las competencias exclusivas que corresponden al Estado en materia de legislación civil, telecomunicaciones y seguridad pública, conforme al artículo 149.1.8.ª, 21.ª y 29.ª de la Constitución Española. El artículo 3 y la disposición final segunda se dictan, además, al amparo de lo previsto en el artículo 149.1.6.ª de la Constitución, el cual atribuye al Estado competencia exclusiva en materia de legislación procesal. Por su parte la disposición adicional segunda se dicta al amparo de lo previsto en el artículo 149.1.18.ª de la Constitución, en relación con la competencia estatal exclusiva sobre las bases del régimen jurídico de las Administraciones públicas y el procedimiento administrativo común.
Finalmente las disposiciones finales sexta y séptima se refieren al desarrollo reglamentario de la Ley y a su entrada en vigor, respectivamente. 
→ Resolución de 29 de octubre de 2020, del Congreso de los Diputados, por la que se ordena la publicación del Acuerdo de autorización de la prórroga del estado de alarma declarado por el Real Decreto 926/2020, de 25 de octubre, por el que se declara el estado de alarma para contener la propagación de infecciones causadas por el SARS-CoV-2.
Se autoriza la prórroga del estado de alarma declarado por el Real Decreto 926/2020, de 25 de octubre, por el que se declara el estado de alarma para contener la propagación de infecciones causadas por el SARS-CoV-2.
Segundo.
La prórroga se extenderá desde las 00:00 horas del día 9 de noviembre de 2020 hasta las 00:00 horas del día 9 de mayo de 2021.
Tercero.
La prórroga se someterá a las condiciones establecidas en el Real Decreto 926/2020, de 25 de octubre, por el que se declara el estado de alarma para contener la propagación de infecciones causadas por el SARS-CoV-2 y en los Decretos que, en su caso, se adopten en uso de la habilitación conferida por la disposición final primera del citado Real Decreto 926/2020, de 25 de octubre, sin perjuicio de lo que se establece en los apartados siguientes.
Cuarto.
Se acuerda la modificación por el Gobierno de los artículos 9, 10 y 14 así como la adición de una nueva disposición adicional del Real Decreto 926/2020, de 25 de octubre, por el que se declara el estado de alarma para contener la propagación de infecciones causadas por el SARS-CoV-2, con el siguiente tenor:
«Artículo 9. Eficacia de las limitaciones.
Las medidas previstas en los artículos 5, 6, 7 y 8 serán eficaces en el territorio de cada comunidad autónoma o ciudad con Estatuto de autonomía cuando la autoridad competente delegada respectiva así lo determine a la vista de la evolución de los indicadores sanitarios, epidemiológicos, sociales, económicos y de movilidad, previa comunicación al Ministerio de Sanidad y de acuerdo con lo previsto en el artículo 13. La eficacia de la medida no podrá ser inferior a siete días naturales.
La medida prevista en el artículo 6 no afecta al régimen de fronteras. Sin perjuicio de lo anterior, en el caso de que dicha medida afecte a un territorio con frontera terrestre con un tercer Estado, la autoridad competente delegada lo comunicará con carácter previo al Ministerio del Interior y al Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión Europea y Cooperación.
Artículo 10. Flexibilización y suspensión de las limitaciones.
La autoridad competente delegada en cada comunidad autónoma o ciudad con Estatuto de autonomía podrá, en su ámbito territorial, a la vista de la evolución de los indicadores sanitarios, epidemiológicos, sociales, económicos y de movilidad, previa comunicación al Ministerio de Sanidad y de acuerdo con lo previsto en el artículo 13, modular, flexibilizar y suspender la aplicación de las medidas previstas en los artículos 5, 6, 7 y 8, con el alcance y ámbito territorial que determine. La regresión de las medidas hasta las previstas en los mencionados artículos se hará, en su caso, siguiendo el mismo procedimiento.»
«Artículo 14. Rendición de cuentas.
El Presidente del Gobierno solicitará su comparecencia ante el Pleno del Congreso de los Diputados, cada dos meses, para dar cuenta de los datos y gestiones del Gobierno de España en relación a la aplicación del Estado de Alarma.
El Ministro de Sanidad solicitará su comparecencia ante la Comisión de Sanidad y Consumo del Congreso de los Diputados, con periodicidad mensual, para dar cuenta de los datos y gestiones correspondientes a su departamento en relación a la aplicación del Estado de Alarma.
Asimismo, trascurridos cuatro meses de vigencia de esta prórroga, la conferencia de presidentes autonómicos podrá formular al Gobierno una propuesta de levantamiento del Estado de Alarma, previo acuerdo favorable del Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud a la vista de la evolución de los indicadores sanitarios, epidemiológicos, sociales y económicos.»
→ Real Decreto 937/2020, de 27 de octubre, por el que se aprueba el Reglamento de la Caja General de Depósitos.
La constitución de una garantía o de un depósito ante la Caja General de Depósitos es una actividad instrumental o de trámite que facilita el cumplimiento de un procedimiento principal, ya sea un contrato, una expropiación forzosa, una subvención, u otro tipo de actividad administrativa. Por lo tanto, es necesario que la Caja General de Depósitos actúe de tal manera que el procedimiento principal al cual sirve, y el fin que este persigue, puedan cumplirse sin demoras y con eficiencia.
Asimismo, debido a los cambios producidos en las normas que regulan los procedimientos que la afectan, como ocurre con la normativa de contratos, hace necesario que la normativa de la Caja se adapte. Por otro lado, el desarrollo de la administración electrónica y la necesidad de evitar cargas administrativas innecesarias a los particulares requieren que la Caja General de Depósitos adopte estas nuevas formas de funcionamiento y complete la adaptación de sus procedimientos. Así, el artículo 14 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas (en adelante, LPAC), prevé la obligación por parte de las personas jurídicas de relacionarse a través de medios electrónicos con las Administraciones Públicas, permitiendo a las personas físicas elegir en todo momento si se comunican con ellas a través de medios electrónicos, salvo que estén obligadas a ello. Es por ello que se impone la obligación de adaptar los procedimientos de las administraciones públicas a las nuevas previsiones en materia de implantación de medios electrónicos.
Así las cosas, entre las disposiciones de este nuevo Reglamento, se recoge que las actuaciones ante la Caja de los sujetos a que se refiere el artículo 14.2 de la LPAC, se realizarán a través de medios electrónicos, sin perjuicio de aquellas personas que puedan presentar garantías o depósitos en formato papel. Los órganos, organismos y entidades que integran el sector público deberán realizar todas sus actuaciones ante la Caja por medios electrónicos.
Los interesados presentarán los documentos ante la Caja de acuerdo con los modelos previstos mediante orden de la persona titular del Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital cuando lo presenten en formato papel. En caso contrario, la presentación se realizará de acuerdo con los formatos previstos en los canales de acceso, sistemas y aplicaciones electrónicos que se hayan establecido al efecto en la sede electrónica correspondiente.
La utilización de los medios electrónicos tiene una doble dimensión:
· por un lado implica que ante la Caja se deberán presentar garantías y depósitos en formato electrónico, y 
· por otro lado conlleva que la forma de relacionarse con la Caja por parte de los ciudadanos, empresas y autoridades, se articulará a través de canales electrónicos, todo ello sin perjuicio de las excepciones previstas con carácter general en la LPAC.
Las garantías prestadas en el ámbito de la contratación de las administraciones públicas que no hayan sido presentadas ante la Caja se regirán por la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, y sus normas de desarrollo, y, de forma supletoria, por el Reglamento de la Caja General de Depósitos que aprueba este real decreto.
Este real decreto entrará en vigor el día 2 de enero de 2021.
→ Real Decreto 926/2020, de 25 de octubre, por el que se declara el estado de alarma para contener la propagación de infecciones causadas por eel SRAS-COV-2 (BOE núm. 282, de 25 de octubre de 2020).
Las medidas previstas en esta norma se encuadran en la acción decidida del Gobierno para proteger la salud y seguridad de los ciudadanos, contener la progresión de la enfermedad y reforzar los sistemas sanitarios y sociosanitarios. 
Las medidas temporales de carácter extraordinario que ya se han adoptado por todos los niveles de gobierno deben ahora intensificarse sin demora a la vista de la evolución de la epidemia para prevenir y contener los contagios y mitigar el impacto sanitario, social y económico. Resulta por ello preciso ofrecer una respuesta inmediata, ajustada y proporcional, en un marco de cogobernanza, que permita afrontar la gravedad de la situación con las máximas garantías constitucionales durante un periodo que necesariamente deberá ser superior al plazo de quince días establecido para la vigencia de este real decreto, por lo que resultará imprescindible prorrogar esta norma por un periodo estimado de seis meses. 
El real decreto establece, para estos supuestos de prórroga, que el Ministro de Sanidad comparecerá quincenalmente ante la Comisión de Sanidad y Consumo del Congreso de los Diputados para dar cuenta de la aplicación de las medidas; información que en sus ámbitos territoriales respectivos deberían proporcionar las autoridades competentes delegadas a las correspondientes asambleas autonómicas, en los términos y condiciones que estas tengan determinados.
En todo caso, durante la vigencia del estado de alarma, las administraciones sanitarias competentes en salud pública, en lo no previsto en esta norma, deberán continuar adoptando las medidas necesarias para afrontar la situación de emergencia de salud pública ocasionada por la COVID-19, con arreglo a la legislación sanitaria, en particular, la Ley Orgánica 3/1986, de 14 de abril, de Medidas Especiales en Materia de Salud Pública, la Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad y la Ley 33/2011, de 4 de octubre, General de Salud Pública, así como en la normativa autonómica correspondiente.
No obstante, en una situación epidemiológica como la actual, resulta imprescindible combinar las medidas previstas en la legislación sanitaria con otras del ámbito del Derecho de excepción, tal y como recogen los artículos 116.2 de la Constitución Española y cuarto y siguientes de la Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio, de los estados de alarma, excepción y sitio. 
Debe señalarse que el apartado b) del artículo cuarto de la Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio, habilita al Gobierno para, en el ejercicio de las facultades que le atribuye el artículo 116.2 de la Constitución, declarar el estado de alarma en todo o parte del territorio nacional, cuando se produzcan crisis sanitarias, tales como epidemias, lo cual concurre en la situación presente.
Asimismo, el artículo once de Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio, en su apartado a) prevé la posibilidad de que el decreto de declaración del estado de alarma acuerde la limitación de la circulación o permanencia de personas o vehículos en horas y lugares determinados, así como su condicionamiento al cumplimiento de ciertos requisitos. 
Además, el apartado b) prevé la posibilidad de establecer prestaciones personales obligatorias.
Por ello, este real decreto contempla medidas de diversa naturaleza para hacer frente a la expansión del virus. Su utilidad al respecto ha quedado acreditada durante estos últimos meses, tal y como refleja, además, que los países de nuestro entorno recurran a ellas de manera sistemática, de conformidad con lo señalado por la Organización Mundial de la Salud y otros organismos internacionales.
En primer lugar, se establece, con excepciones, la limitación de la libre circulación de las personas en horario nocturno, a fin de evitar al máximo la expansión de la infección durante ese periodo de tiempo, dado que en esa franja horaria se han producido muchos de los contagios en estas últimas semanas, tal y como ha quedado expuesto con anterioridad.
Asimismo, se establece la posibilidad de limitar la entrada y salida de los territorios de las comunidades autónomas y ciudades con Estatuto de autonomía, así como de ámbitos territoriales de carácter geográficamente inferior, con ciertas excepciones, con el propósito de reducir sustancialmente la movilidad del virus.
Asimismo, se establece la posibilidad de limitar la permanencia de grupos de personas en espacios públicos y privados. Así, se persigue la reducción de la movilidad social de manera significativa y, por tanto, se pretende detener la expansión de la epidemia. Tanto las limitaciones a la permanencia de grupos de personas, como las referidas a la entrada y salida de territorios serán eficaces en el territorio de cada comunidad autónoma o ciudad con Estatuto de autonomía cuando la autoridad competente delegada respectiva lo determine, la cual también podrá modular, flexibilizar y suspender la aplicación de estas medidas.
Finalmente, se prevé la posibilidad de que las comunidades autónomas puedan imponer la realización de prestaciones personales obligatorias en el ámbito de sus sistemas sanitarios y sociosanitarios, siempre que esto resulte imprescindible para responder a la situación de emergencia sanitaria.
Para hacer frente a esta situación, grave y excepcional, es indispensable proceder a la declaración del estado de alarma. Las medidas que se contienen en el presente real decreto son las imprescindibles para hacer frente a la situación, resultan proporcionadas a la extrema gravedad de la misma y no suponen la suspensión de ningún derecho fundamental, tal y como prevé el artículo 55 de la Constitución.
→ Ley 3/2020, de 18 de septiembre, de medidas procesales y organizativas para hacer frente al COVID-19 en el ámbito de la Administración de Justicia. Disposición final séptima. Se modifican las letras d) y f) del artículo 159.4 
Disposición final séptima. Modificación de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014.
Se modifican las letras d) y f) del artículo 159.4 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, que quedan redactadas del siguiente modo:
«d) La oferta se presentará en un único sobre o archivo electrónico en los supuestos en que en el procedimiento no se contemplen criterios de adjudicación cuya cuantificación dependa de un juicio de valor. En caso contrario, la oferta se presentará en dos sobres o archivos electrónicos. La apertura de los sobres o archivos electrónicos conteniendo la proposición se hará por el orden que proceda de conformidad con lo establecido en el artículo 145 en función del método aplicable para valorar los criterios de adjudicación establecidos en los pliegos. La apertura se hará por la mesa de contratación a la que se refiere el apartado 6 del artículo 326 de la presente Ley.»
«f) En todo caso, la valoración a la que se refiere la letra anterior deberá estar efectuada con anterioridad a la apertura del sobre o archivo electrónico que contenga la oferta evaluable a través de criterios cuantificables mediante la mera aplicación de fórmulas. 
Tras la apertura del sobre o archivo electrónico y en la misma sesión la mesa procederá a:
1.º Previa exclusión, en su caso, de las ofertas que no cumplan los requerimientos del pliego, evaluar y clasificar las ofertas.
2.º Realizar la propuesta de adjudicación a favor del candidato con mejor puntuación.
3.º Comprobar en el Registro Oficial de Licitadores y Empresas Clasificadas que la empresa está debidamente constituida, el firmante de la proposición tiene poder bastante para formular la oferta, ostenta la solvencia económica, financiera y técnica o, en su caso la clasificación correspondiente y no está incursa en ninguna prohibición para contratar.
4.º Requerir a la empresa que ha obtenido la mejor puntuación mediante comunicación electrónica para que constituya la garantía definitiva, así como para que aporte el compromiso al que se refiere el artículo 75.2 y la documentación justificativa de que dispone efectivamente de los medios que se hubiese comprometido a dedicar o adscribir a la ejecución del contrato conforme al artículo 76.2; y todo ello en el plazo de siete días hábiles a contar desde el envío de la comunicación. 
En el caso de que la oferta del licitador que haya obtenido la mejor puntuación se presuma que es anormalmente baja por darse los supuestos previstos en el artículo 149, la mesa, realizadas las actuaciones recogidas en los puntos 1.º y 2.º anteriores, seguirá el procedimiento previsto en el citado artículo, si bien el plazo máximo para que justifique su oferta el licitador no podrá superar los cinco días hábiles desde el envío de la correspondiente comunicación.
Presentada la garantía definitiva y, en los casos en que resulte preceptiva, previa fiscalización del compromiso del gasto por la Intervención en los términos previstos en la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, en un plazo no superior a cinco días se procederá a adjudicar el contrato a favor del licitador propuesto como adjudicatario, procediéndose, una vez adjudicado el mismo, a su formalización.
En caso de que en el plazo otorgado al efecto el candidato propuesto como adjudicatario no presente la garantía definitiva, se efectuará propuesta de adjudicación a favor del siguiente candidato en puntuación, otorgándole el correspondiente plazo para constituir la citada garantía definitiva.
En el supuesto de que el empresario tenga que presentar cualquier otra documentación que no esté inscrita en el Registro de Licitadores, la misma se tendrá que aportar en el plazo de siete días hábiles establecido para presentar la garantía definitiva.»
→ Resolución de 25 de junio de 2020, interés de demora operaciones comerciales segundo semestre 2020 (8,00%). 
A efectos de lo previsto en el artículo 7 de la Ley 3/2004, de 29 de diciembre, por la que se establecen medidas de lucha contra la morosidad en las operaciones comerciales, en la redacción dada por el artículo 33.Tres de la Ley 11/2013, de 26 de julio, y en cumplimiento de la obligación de publicar semestralmente en el Boletín Oficial del Estado el tipo legal de interés de demora, esta Secretaría General del Tesoro y Financiación Internacional hace público:
1. En la última operación principal de financiación del Banco Central Europeo en el primer semestre de 2020, efectuada mediante subasta a tipo fijo que ha tenido lugar el día 22 de junio, el tipo de interés aplicado ha sido el 0,00 por 100.
2. En consecuencia, a efectos de lo previsto en el artículo 7 de la Ley 3/2004, de 29 de diciembre, en la redacción dada por el artículo 33.Tres de la Ley 11/2013, el tipo legal de interés de demora a aplicar durante el segundo semestre natural de 2020 es el 8,00 por 100.
2.  Comunidades Autónomas
.
2.1. Comunidad Autónoma de Aragón.
→ DECRETO de 5 de noviembre de 2020, del Presidente del Gobierno de Aragón, por el que se establecen medidas de limitación de la libertad de circulación de las personas en horario nocturno en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma de Aragón en el marco de lo establecido en el Real Decreto 926/2020, de 25 de octubre, por el que se declara el estado de alarma para contener la propagación de infecciones causadas por el SARS-CoV-2 y en el Real Decreto 956/2020, de 3 de noviembre, por el que se prorroga el estado de alarma (BOA 5/11/2020). 
→ ORDEN SAN/1052/2020, de 5 de noviembre, por la que se establecen modulaciones en relación con la aplicación del nivel de alerta 3 agravado (BOA 5/11/2020).
→ DECRETO de 4 de noviembre de 2020, del Presidente del Gobierno de Aragón, por el que se establecen medidas en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma de Aragón en el marco de lo establecido en el Real Decreto 926/2020, de 25 de octubre, por el que se declara el estado de alarma para contener la propagación de infecciones causadas por el SARS-CoV-2 (BOA 4/11/2020).
→ ORDEN SAN/1043/2020, de 3 de noviembre, por la que se establecen medidas en materia de recursos humanos y medios para la gestión de la situación de crisis sanitaria en el ámbito del Sistema de Salud de Aragón, en el marco de lo establecido en el Real Decreto 926/2020, de 25 de octubre, por el que se declara el estado de alarma para contener la propagación de infecciones causadas por el SARS-CoV-2 (BOA 3/11/2020).
→ INSTRUCCIÓN de 26 de octubre de 2020, de la Consejera de Sanidad, por la que se dictan criterios a los órganos del Departamento de Sanidad en relación con los procedimientos sancionadores incoados como consecuencia de la necesidad de hacer frente a la crisis sanitaria ocasionada por la COVID-19 (BOA 27/10/2020).
→ DECRETO-LEY 8/2020, de 21 de octubre, del Gobierno de Aragón, por el que se modifican niveles de alerta y se declara el confinamiento de determinados ámbitos territoriales en la Comunidad Autónoma de Aragón (BOA 21/10/2020). Se modifica por: ORDEN SAN/1013/2020, de 26 de octubre, por la que se modulan parcialmente las medidas limitativas aplicables a los establecimientos de hostelería y restauración en el nivel de alerta 3 declarado por Decreto-ley 8/2020, de 21 de octubre, del Gobierno de Aragón (BOA 27/10/2020).
→ DECRETO-LEY 7/2020, de 19 de octubre, del Gobierno de Aragón, por el que se establece el régimen jurídico de alerta sanitaria para el control de la pandemia COVID-19 en Aragón (BOA 19/10/2020). Se modifica por: DECRETO-LEY 9/2020, de 4 de noviembre, del Gobierno de Aragón, por el que se modifica el Decreto-ley 7/2020, de 19 de octubre, del Gobierno de Aragón, por el que se establece el régimen jurídico de la alerta sanitaria para el control de la pandemia COVID-19 en Aragón (BOA 5/11/2020).
→ ORDEN SAN/ 885/2020, de 15 de septiembre , por la que se actualizan y refunden las medidas de prevención, contención y coordinación para hacer frente a la crisis sanitaria ocasionada por la pandemia COVID-19 en la Comunidad Autónoma de Aragón (BOA 19/09/2020).
→ INSTRUCCIÓN de 17 de septiembre de 2020, de la Consejera de Sanidad, por la que se dictan criterios a los órganos del Departamento de Sanidad en relación con los expedientes sancionadores incoados como consecuencia de la necesidad de hacer frente a la crisis sanitaria ocasionada por la COVID-19 (BOA 18/09/2020). 
→ ORDEN SAN/683/2020, de 28 de julio, por la que se adoptan medidas especiales en materia de recursos humanos para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19 (BOA 31/07/2020).
→ ORDEN SAN/641/2020, de 24 de julio, por la que se adoptan determinadas medidas urgentes aplicables a la contratación de trabajadores temporales agrarios en la presente campaña de la recolección de la fruta dulce para hacer frente a la crisis sanitaria ocasionada por la pandemia COVID-19 en la Comunidad Autónoma de Aragón (BOA 24/07/2020).
→ ORDEN CDS/569/2020, de 8 de julio, por la que se adoptan medidas de prevención y contención en los centros de servicios sociales especializados para hacer frente a la crisis sanitaria ocasionada por la pandemia producida por el virus SARS-CoV-2 tras la finalización del estado de alarma (BOA 8/07/2020). Se modifica por: ORDEN CDS/916/2020, de 24 de septiembre , por la que se levanta la suspensión de la aplicación parcial y se modifican medidas y anexos de la Orden CDS/569/2020, de 8 de julio, por la que se adoptan medidas de prevención y contención en los centros de servicios sociales especializados para hacer frente a la crisis sanitaria ocasionada por la pandemia producida por el virus SARS-CoV-2 tras la finalización del estado de alarma y se prevé medida temporal con motivo de las Fiestas del Pilar (BOA 25/09/2020); y por ORDEN CDS/945/2020, de 30 de septiembre , por la que se actualizan las medidas de prevención y contención en los centros de servicios sociales especializados para hacer frente a la crisis sanitaria ocasionada por la pandemia producida por el virus SARS-CoV-2 tras la finalización del estado de alarma (BOA 6/10/2020).
→ ORDEN VMV/506/2020, de 25 de junio, por la que se fija la ocupación máxima de los vehículos en los servicios de transporte público regular de viajeros por carretera en la Comunidad Autónoma de Aragón cuyo itinerario discurra por territorio afectado por medidas especiales en materia de salud pública para la contención del brote epidémico de la pandemia COVID-19 en distintas comarcas aragonesas (BOA 26/06/2020).
→ DECRETO-LEY 4/2020, de 24 de junio, del Gobierno de Aragón, por el que se adoptan medidas urgentes y extraordinarias para el impulso de la Estrategia Aragonesa para la Recuperación Social y Económica (BOA 25/06/2020). Se modifica por: DECRETO-LEY 10/2020, de 11 de noviembre, del Gobierno de Aragón , por el que se modifica el Decreto-ley 4/2020, de 24 de junio, del Gobierno de Aragón, por el que se adoptan medidas urgentes y extraordinarias para el impulso de la Estrategia Aragonesa para la Recuperación Social y Económica (BOA 13/11/2020). 
→ ORDEN VMV/472/2020, de 18 de junio, por la que se adoptan diversas medidas en la Nueva Normalidad en el ámbito de los Servicios de Transporte Público regular de viajeros por carretera en la Comunidad Autónoma de Aragón (BOA 20/06/2020).
→ ORDEN CDS/473/2020, de 19 de junio, por la que se adoptan nuevas medidas relativas a la apertura de centros de servicios sociales de naturaleza no residencial y se acuerda la prórroga de medidas (BOA 20/06/2020).
II.- NOVEDADES JURISPRUDENCIALES. 
Las Sentencias, que a continuación se reseñan comprenden el periodo temporal comprendido entre el día 1 de mayo  de 2020 y el día 30 de septiembre de 2020 y figuran en el repertorio de ARANZADI al que expresamente se hace referencia.
TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE ARAGON
- ST 236/2020 de 4 de junio ( JUR/2020/222635). Inclusión de la subrogación de trabajadores en el PCAP.
Dictada con motivo de recurso de apelación interpuesto frente a la Sentencia del Juzgado contencioso administrativo numero 4 de Zaragoza estimatoria del recurso deducido frente a la convocatoria de la licitación, por procedimiento abierto, del contrato de servicios “Servicio de Seguimiento de los cursos del plan de formación para el Empleo de Aragón y el Programa Escuelas- Taller y Talleres de Empelo y resolución por la que se adjudica el contrato.
La cuestión de fondo controvertida radica en determinar si procedía la subrogación de los trabajadores por aplicarse el convenio colectivo de Sector de Servicios Auxiliares de Navarra, extendido a Aragon por resolución del director General de Trabajo, que era lo pretendido en la demanda y estimado en la sentencia recurrida o si deba aplicarse el convenio Estatal de Consultorías que no obligaba a la mencionada subrogación.
La Sala recuerda que cuando por convenio colectivo o por previsión legal se contempla la obligación de subrogación, los pliegos de la licitación deben incluir dicha previsión y tenerla en consideración a la hora de determinar el valor estimado del contrato. Dicha obligación de subrogación, de existir, exige que se incluya en los pliegos la información sobre las condiciones en que debe producirse sea cual fuere la causa de su imposición.
La determinación de cual ha de ser el convenio aplicable no puede imponerse por los trabajadores ni por los sindicatos, siendo la jurisdicción social a la que corresponde, en el caso enjuiciado, resolver al respecto.
En todo caso nos encontramos ante una cuestión entre los licitadores y la administración de modo que la no prevista subrogación en el pliego puede dar lugar a una petición de anulación del contrato o de modificación del mismo con perdida del equilibrio contractual, si por resolución de la jurisdicción social debe haber una subrogación que no se conocía y no pudo tenerse en cuenta por parte de las licitadoras al hacer sus cálculos económicos.
Por ello, y aunque haya venido a confirmar lo resuelto en la jurisdicción social, considera que el pronunciamiento estimatorio de la sentencia de instancia era improcedente y estima el recurso de apelación.
- ST numero 248/2020, de 5 de junio. ( JUR/2020/224612). Revisión de precios y prorroga forzosa del contrato.
Dictada con motivo del recurso de apelación deducido frente a la Sentencia del Juzgado contencioso administrativo de Teruel desestimatoria del recurso contencioso administrativo interpuesto frente a los Acuerdos de la Junta de Gobierno Local del Ayuntamiento de Teruel en los que se aprueba la revisión ordinaria y extraordinaria de las tarifas del servicio de transporte colectivo urbano de la ciudad de Teruel correspondiente al año 2014; a la modificación, ampliando su duración de dicho contrato hasta el 31 de diciembre de 2014; aprobación de nueva modificación del contrato por la que se amplió nuevamente su duración, desde el día 1 de enero de 2015 hasta el día que comenzara a prestarse el servicio por la nueva adjudicataria del mismo, respectivamente.
En relación con la aprobación ordinaria y extraordinaria de las tarifas como consecuencia de hechos imprevisibles, consistentes en el incremento de costes de carburante y personal y disminución de viajeros por actuaciones de la demandada, la Sala considera que ha quedado acreditado que la concesionaria al realizar su oferta ante la Administración en su momento entendió posible gestionar el servicio con un margen menor del calculado por el Ayuntamiento en su anteproyecto de explotación, que existe un aumento de las cantidades que recibe el concesionario como subvención proporcionalmente superior al aumento en el sector del transporte del IPC acumulado, que se ha producido un aumento de tarifas  en el mismo porcentaje y una reducción en gastos de personal. En consecuencia de la valoración conjunta de la prueba practicada la Sala entiende que no puede darse por acreditado que concurran los presupuestos en los que se funda la reclamación de que el reequilibrio del contrato exija un incremento de las tarifas en los términos en que propone el recurrente. Por ello en relación con este extremo desestima el recurso.   
En relación con la pretensión de indemnización como consecuencia de no haberse acordado la revisión de las tarifas al haberse impuesto la prorroga forzosa del contrato en dos ocasiones, dada las perdidas que el adjudicatario venia sufriendo, la Sala discrepa del criterio de la Sentencia de instancia y considera que las prorrogas forzosas, consecuencia de una actuación poco diligente del Ayuntamiento, son impuestas por la Administración en el ejercicio de  unas facultades equiparables a las que conforman el ius variandi, por lo que han de conllevar la contrapartida de la compensación por las perdidas económicas que suponía la continuidad de la prestación del servicio tras la finalización del plazo contractual. En consecuencia, la Sala en relación con estas pretensiones indemnizatorias estima el recurso.
- ST numero 258/2020, de 11 de junio ( JUR/2020/222676). Cumplimiento de “acuerdo fuera de convenio” no previsto en el PCAP. 
Dictada con motivo del recurso de apelación deducido frente a la Sentencia del Juzgado contencioso administrativo numero 1 de Zaragoza desestimatoria de la reclamación del cobro de la diferencia entre los 103 euros abonados por la empresa en concepto de “prestación salarial fuera de convenio” y los 50 euros previstos en el pliego de condiciones durante la vigencia del contrato del “Servicio de limpieza, suministro de material higiénico-sanitario y desinfección de todos los edificios de la Universidad de Zaragoza durante los años 2013 y 2014”.
La cuestión controvertida versa sobre la solicitud de abono de la diferencia entre los 103 euros abonados por la empresa y los 50 euros establecidos en el punto 3 del Anexo Ii del PCAP, consecuencia de  un acuerdo fuera de convenio del año 1991, destinado a equiparar lo que venían cobrando los empleados de la Universidad y los de sus contratas de limpieza y que consistía en el pago de los mencionados 103 euros. La recurrente, empresa adjudicataria, aducía desconocimiento de dicha circunstancia al no estar reflejada en los pliegos y la producción de un importante desequilibrio contractual consecuencia de que se había visto obligada a abonarla en virtud de una sentencia de la Sala  Social del TSJA.
La Sala confirma la Sentencia de instancia, desestimatoria de dicha pretensión, dado que la recurrente y concesionaria había sido con anterioridad adjudicataria de uno de los lotes implicadas, de forma que conocía perfectamente la existencia y contenido del pacto social fuera de convenio. En todo caso, si bien el pliego y la información en principio no se ajustaban al articulo 120 TR 3/2011, si alguien no podía invocar su desconocimiento lo era la recurrente. En consecuencia rechaza el pretendido incumplimiento del deber de información del articulo 115 del TRRDLeg 3/2011.
En idéntico sentido se manifiesta respecto del aducido desequilibrio sobrevenido de la prestación, dado que no hay fuerza mayor ni hay desconocimiento de un elemento que sin constituir la fuerza mayor indicada lo sea a efectos de quien no puede conocerlo, preverlo o imaginarlo, dado que la recurrente lo conocía perfectamente.
Corresponde a la recurrente asumir los efectos negativos que se desprenden de la Sentencia del Tribunal del orden Social por aplicación de una clausula extraconvenio que conocía perfectamente su existencia y contenido, y que obligaba a un pago superior al previsto en los pliegos y cuyo riesgo de aplicación era plenamente previsible.
En consecuencia confirma la sentencia recurrida y rechaza el recurso.
- ST 260/2020, de 11 de junio (JUR/2020/222693) y ST 297/2020, de 30 de junio (JUR/2020/286109). Declaración de lesividad de acuerdos aprobatorios de revisiones de precios. Inaplicacion de las DT Primera y Segunda de la LCSP.
Dictadas con motivo de recurso contencioso administrativo deducido frente a la Sentencia del Juzgado contencioso administrativo numero 1 de Zaragoza por el que se inadmite el recurso de lesividad deducido por el Ayuntamiento de Zaragoza respecto a una serie de acuerdos del Gobierno de Zaragoza por el que se aprueban revisiones de precios números 1 a 7 correspondientes a la prestación del servicio de la Compañía mercantil “Los Tranvías de Zaragoza SA” en la gestión del servicio de transporte urbano de Zaragoza, y contra el Auto del Juzgado numero 5 que inadmite igualmente recurso de lesividad deducido frente al acuerdo de revisión de precios numero 8 del mismo servicio.
Las revisiones de precios que se cuestionan se realizaron de conformidad con lo establecido en el PCAP,  pliego que se encontraba vigente y no impugnado en el momento de interposición del recurso. La Sentencia y el auto recurrido inadmitieron el recurso al considerar que las revisiones de precios cuestionadas fueron mera aplicación obligada de una clausula, la 42.2 PCAP subsistente en el contrato y que no había sido anulada. Frente a la argumentación del Ayuntamiento recurrente no se trata de dilucidar si resulta de aplicación lo establecido en las D.T. primera y segunda de la LCSP, respecto de lo establecido en la meritada clausula 42.2 PCAP, en relación con las revisiones de precios, sino simplemente de aplicar una clausula contractual valida y no impugnada en el momento de interponerse el recurso. El cuestionar, como hace el Ayuntamiento la aplicación de las D.T. primera y segunda de la LCSP y su incidencia en la inclusión o no de la mano de obra en los conceptos de revisión de precios, es una cuestión extravagante respecto la controversia planteada.
La Sala confirma tanto la Sentencia como el auto recurridos, respectivamente, al considerar que los actos de revisión de precios no pueden considerarse actos autónomos respecto del contrato, en concreto de su clausula 42.2, que subsistía en el momento de tomarse la decisión de recurrir en lesividad, y  por ende no eran mas que mera ejecución de aquella. Considera que al declarar la lesividad de cada concreta revisión podría implicar un fraude de ley al soslayarse el planteamiento de la cuestión principal que no es otra que la validez de la clausula 42.2 no permitiendo un planteamiento global de la situación lo que conlleva una clara indefensión de la concesionaria.
Es por ello por lo que en ambos casos confirma la inadmisión del recurso.
- ST numero 292/2020, de 24 de junio ( JUR/2020/22709). Inadmisión de recurso especial en materia de contratación por extemporaneidad. Determinación del “dies a quo”.
Dictada con motivo del recurso contencioso administrativo interpuesto frente al Acuerdo del TACPA por el que se inadmite el recurso especial interpuesto por la recurrente frente a los pliegos que rigen la licitación “ Servicio de transporte de ropa de las lavanderías de los diferentes centros de los sectores de Huesca y Barbastro con destino a la lavandería del Hospital Miguel Servet”.
El TACPA en su acuerdo consideró que el recurso especial interpuesto el 4 de agosto de 2016 se presentó fuera de plazo,  plazo que había concluido el 12 de julio anterior, atendiendo a la fecha de puesta a disposición del Pliego en el Perfil del Contratante.
La Sala desestima el recurso interpuesto, y confirma el acuerdo recurrido, al considerar que el articulo 19 del RD 814/2015, de 11 de septiembre, por el que se aprueba el Reglamento de los Procedimientos especiales de revisión de decisiones en materia contractual y de organización del TACRC establece para el computo de plazo la fecha de puesta a disposición del Pliego en el Perfil del Contratante. 
En el supuesto enjuiciado la convocatoria de la licitación  se publicó en el BOA de 23 de junio de 2016, haciendo constar expresamente que los PCAP y PTT estaban a disposición en la dirección del perfil del contratante que se reseña, publicándose la convocatoria en dicho perfil al día siguiente, 24 de julio de 2016, especificándose que se anexa PCAP y PTT. Al interponerse el recurso especial el día 4 de agosto, es claro que lo hizo extemporáneamente, transcurrido ampliamente el plazo de 15 días previsto en el articulo 44.1 RDLeg 3/2011, de 14 de noviembre.
- ST. Numero 308/2020, de 6 de julio ( JUR/2020/287061). Omisión de requisitos de solvencia en el anuncio de la licitación. Remisión a los pliegos e indicación del modo de acceder a los mismos.
Dictada con motivo de recurso contencioso administrativo interpuesto contra sendos  Acuerdos del TACPA que resuelve el recurso especial deducido frente al anuncio y al PCAP que rigen la contratación de la licitación de “Servicio de transporte de ropa de las lavanderías de los diferentes centros de los sectores de Huesca y Barbastro con destino a la lavandería del Miguel Servet de Zaragoza” y que inadmite el recurso frente a los pliegos que rigen dicho servicio respectivamente.
El TACPA en el primer acuerdo recurrido desestima el recurso especial interpuesto por entender que la omisión en el anuncio de licitación de los requisitos de solvencia exigidos para poder licitar, remitiéndose a los pliegos, supone una mera irregularidad no invalidante. En el segundo acuerdo recurrido, inadmite el recurso especial por extemporaneidad.
La Sala confirma ambos pronunciamientos del TACPA. En relación con la inadmisión por extemporaneidad, reitera los argumentos expuestos con motivo de la reseña de la ST 292/2020 a la que nos remitimos.
En relación con la omisión de los requisitos de solvencia en el anuncio de la licitación, la Sala considera que si bien los artículos 62.2 y 79 bis del TRLCP exigen un doble requisito de publicidad, uno en el anuncio de la convocatoria y otro completo en los Pliegos, el incumplimiento del primer requisito en el supuesto enjuiciado no conlleva la nulidad del procedimiento contractual. Y ello porque si bien es cierto que no se contiene indicación de los presupuestos de solvencia en el anuncio de la licitación, si se remite a los pliegos expresamente indicando en el anuncio el modo concreto de acceder a los mismos. El recurrente accedió y conoció dichos presupuestos de solvencia y no cabe concluir que fuera impedido participar por la mas o menos insuficiente información contenida en el anuncio. Una cosa es la genérica remisión al perfil del contratante y otra distinta es, como en el supuesto enjuiciado, que el camino para su conocimiento esté perfectamente descrito para acceder a los Pliegos y al completo conocimiento de los presupuestos de solvencia exigidos.
En consecuencia desestima íntegramente el recurso interpuesto.
- ST numero 312/2020, de 10 de julio. Inclusión del IVA en el cálculo de los intereses de demora en un contrato de servicios.
Dictada con motivo del recurso contencioso administrativo interpuesto frente a la desestimación presunta de solicitud de abono de cantidad en concepto de intereses por la demora en el pago de las facturas del Servicio de comedor escolar y vigilancia y atención al alumnado.
La cuestión controvertida se circunscribe a la pretensión de abono de intereses por la demora en el pago de facturas emitidas entre la fecha entre enero de 2012 y noviembre de 2016, correspondientes al contrato que le fue adjudicado el 20 de julio de 2010, con un plazo de ejecución de los cursos 2010 a 2014 y que fue prorrogado hasta la formalización del contrato con el adjudicatario de la nueva licitación. No se cuestiona la corrección de la liquidación practicada ni los retrasos en los pagos ni el derecho al percibo de los intereses de demora.
La oposición de la Administración se limita a cuestionar si se debe o no incluir el IVA en la cantidad que sirve de calculo de los intereses de demora. La Sala entiende que, dado que se trata de un contrato de servicios, el devengo del impuesto se fija en el momento de la prestación del servicio, por lo que acreditado dicho devengo y su abono es clara la producción de un perjuicio para la adjudicataria recurrente, al haber anticipado sumas por IVA, perjuicio del que habrá de responder el obligado al pago de los servicios prestados, a  través de la aplicación de los correspondientes intereses de demora.
Por ello la Sala estima correcta la liquidación de intereses practicada, que acertadamente fija como día inicial del computo de los mismos el de la fecha de las facturas y no el de su aprobación,  y reconoce el derecho a que la Administración abone la cuantía reclamada.
III.- ACUERDOS DEL TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CONTRATOS PÚBLICOS DE ARAGÓN.
En el periodo comprendido entre el día 1 de junio de 2020 y el 31 de octubre de  2020 se han dictado los Acuerdos 40/2020 a 86/2020, estando a disposición de todos los interesados en la pagina web del TACPA del GA a la que nos remitimos. A continuación se realiza un breve comentario del Acuerdo que se reseña:
- Acuerdo 66/2020, de 4 de septiembre, por el que se resuelve el recurso especial interpuesto frente al anuncio y pliegos que rigen el contrato “Servicio de socorrismo en las piscinas de las instalaciones municipales del Ayuntamiento de Calatayud”
La impugnación se circunscribe a dos cuestiones:
En primer lugar la pretendida nulidad de los pliegos por supuesta transgresión de lo preceptuado en el articulo 100.2 LCSP por el que en los contratos en que el coste de los salarios de las personas empleadas para su ejecución formen parte del precio total, el presupuesto base de licitación indicará de forma desglosada y con desagregación de genero y categoría profesional los costes salariales estimados a partir del convenio laboral de referencia. El PCAP no contiene referencia alguna al desglose del calculo del presupuesto en los términos del mencionado articulo, a juicio de los recurrentes.
El Tribunal asume la doctrina emitida por el TACRC que depura el tipo de contrato a los que resulta de aplicación dicho precepto. De forma que su ámbito debe reducirse a los contratos singulares en los que el coste de los salarios de las personas empleadas para su ejecución forme parte del precio contrato, no sea un mero coste, sino que integre el precio. Por ello dicha determinación solo podrá aplicarse a los contratos de servicios, no a los de obra y suministro, en los que el coste económico principal sean los costes laborales, en los que la ejecución de la prestación se efectúe por trabajadores y empleados puestos a disposición para ello, excluyéndose aquellos en los que la prestación se realiza para el publico en general, y cuando los costes salariales del personal empleado sean precio y formen parte del precio total.
En consecuencia considera que dado que en el presente contrato el precio está establecido a tanto alzado y no por precios unitarios, unido a que la prestación no la reciba directamente el órgano de contratación sino los usuarios del servicio, no resulta de aplicación la norma cuya vulneración se denuncia. 
En segundo lugar se cuestiona si el presupuesto del contrato es adecuado para dar cumplimiento a las obligaciones salariales derivadas del convenio colectivo de referencia. El Tribunal recuerda lo preceptuado en el articulo 102 LCSP y tras reiterar su doctrina sobre la naturaleza del precio de licitación como criterio técnico al que resulta de aplicación la doctrina de la discrecionalidad técnica de la Administración, dada la escasa actividad probatoria desplegada por los recurrentes, considera que no queda acreditada la arbitrariedad y falta motivación denunciadas y, por ende, no considera destruida la presunción de acierto existente a favor del órgano de contratación.
En consecuencia, desestima el recurso y confirma la conformidad a Derecho del PCAP y del anuncio del mencionado contrato.
IV. INFORMES DE JUNTAS CONSULTIVAS DE CONTRATACIÓN ADMINISTRATIVA.
A) Estado
Órgano:   Junta Consultiva de Contratación Administrativa.
→ Expediente 46/2020, de 26 de noviembre de 2020. Aplicación de la Ley de Sectores a Puertos del Estado y a las Autoridades Portuarias.
La contratación de los Organismos públicos Puertos del Estado y las Autoridades Portuarias se regirá por el Libro Primero del Real Decreto-ley 3/2020, de 4 de febrero, de medidas urgentes por el que se incorporan al ordenamiento jurídico español diversas directivas de la Unión Europea en el ámbito de la contratación pública en determinados sectores; de seguros privados; de planes y fondos de pensiones; del ámbito tributario y de litigios fiscales (LS) y por la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014 (LCSP), en sus respectivos ámbitos de aplicación. 
La aplicación de la LS a estos organismos viene dada, no sólo por su condición subjetiva de entidad contratante de conformidad con el artículo 5 de la LS y la condición objetiva de la celebración de contratos con el objeto y por encima del umbral fijado en el artículo 1 de la LS, sino por la celebración de dichos contratos en el ámbito material recogido en el artículo 12 de la LS, consistente en “las actividades de explotación de una zona geográfica determinada con el fin de poner aeropuertos, puertos marítimos o interiores, u otras terminales de transporte a disposición de los transportistas aéreos, marítimos o fluviales” por lo que la LS queda circunscrita a la celebración de contratos en el ámbito mencionado, siempre que su valor supere los umbrales previsto en el artículo 1 de la LS. 
Fuera de dicho ámbito material, y de conformidad con el artículo 18 LS y la disposición adicional octava de la LCSP, a los contratos que celebren los Organismos Públicos Puertos del Estado y las Autoridades Portuarias no les resulta de aplicación la LS sino la LCSP, en particular, las normas de la LCSP aplicables a las entidades del sector público que, siendo poderes adjudicadores, no tienen la consideración de Administración Pública de acuerdo con lo previsto en el Título I del Libro III de la LCSP, resultando de aplicación las normas que en esta se establecen para los contratos sujetos a regulación armonizada cuando resulte su consideración como tal de acuerdo con la Sección 2ª del Capítulo II del Título Preliminar de la LCSP. 
En consecuencia, para la aplicación de la LS a Puertos del Estado y las Autoridades Portuarias habrá que analizar en cada caso si la actividad objeto del contrato es susceptible de incluirse en el ámbito material recogido en el artículo 12 de la LS. De la jurisprudencia del TJUE se deduce igualmente que las disposiciones de la LS deben ser objeto de una interpretación restrictiva. 
Cuando deba determinarse la Ley aplicable a la contratación de Puertos del Estado y Autoridades Portuarias que tengan por objeto varias actividades, esto es, actividades comprendidas dentro del artículo 12 y actividades que por su naturaleza y finalidad no tengan cabida en la LS y por tanto deban contratarse con arreglo a la LCSP, habrá de estarse a lo previsto en el artículo 16 LS. En este sentido, y siguiendo lo indicado por el considerando (16) de la Directiva 2014/25/UE, la determinación de la actividad a la que el contrato se destina principalmente podrá basarse en el análisis de las necesidades a las que el contrato específico deba responder en cada caso, no resultando a estos efectos determinante las competencias que por Ley nacional sectorial puedan tener atribuidas Puertos del Estado o las Autoridades Portuarias. 
→ Expediente 33/2020, de 29 de julio de 2020. Contratos de entidades que no son poderes adjudicadores con empresas públicas propias.
Tras la reforma operada por la Disposición final 8ª del Real Decreto-ley17/2020, de  5 de mayo, por el que se aprueban medidas de apoyo al sector cultural y de carácter tributario para hacer frente al impacto económico y social del COVID-2019, que da una nueva redacción a los apartados 2 y 3 del artículo 33 de la LCSP, ya no es posible que las instrucciones internas de contratación de las entidades públicas que no son poderes adjudicadores puedan aplicar la anterior redacción de esta norma, que ha sido derogada, no existiendo en la LCSP ninguna otra regla que autorice la adjudicación preferente de un contrato en favor de las entidades pertenecientes al mismo grupo empresarial del que sea matriz la entidad contratante sin cumplir los requisitos previstos en la nueva redacción del artículo 33.
La incorporación de una norma que excluyera de la LCSP los contratos suscritos entre dos sociedades públicas que no sean poder adjudicador cuando la sociedad contratante ostentara de manera directa o indirecta la totalidad del capital social de la contratista o viceversa, o una tercera sociedad que tampoco tuviera el carácter de poder adjudicador ostentara de manera directa o indirecta la titularidad del 100 por 100 del capital social de las dos primeras, en la medida en que dichos contratos fueran necesarios para su actividad mercantil, y siempre que, como requisito inexcusable, ello no supusiera una lesión a la libre competencia en el mercado en el que desarrollen su actividad las entidades, no resultaría contraria a las Directivas comunitarias ni al Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, ni contradiría ninguno de los restantes preceptos de la ley interna.
→ Expediente 25/2020, de 29 de julio de 2020. Prohibiciones de contratar.
La expresión fraude a que aluden el artículo 71.1 a) de la LCSP como causa de prohibición de contratar y el DEUC tienen su origen y basamento en lo dispuesto en el artículo 57.1 c) de la Directiva 2014/24/UE.
Esta última norma se remite a lo dispuesto en el artículo 1 del Convenio relativo a la protección de los intereses financieros de las Comunidades Europeas.
Conforme a este precepto la prohibición de contratar incluye las falsedades documentales relacionadas directamente con la comisión de los delitos tipificados en los artículos 305.3, 306 y 308 del Código Penal.
No es competencia de esta Junta Consultiva determinar si el concurso de delitos entre los mencionados en los preceptos citados en la conclusión anterior y las posibles falsedades documentales que puedan concurrir en su comisión deben determinar siempre y en todo caso la aplicación de las normas sobre el concurso medial contenidas en el artículo 77 del Código Penal.
→ Expediente 16/2020, de 29 de julio de 2020. Exclusiones por temeridad y clasificación de las proposiciones de los licitadores.
Conforme a la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público la clasificación de las proposiciones de los licitadores se ha de realizar después de haber decidido si existe alguna oferta que incurra en anormalidad y, en caso de que así sea, después de haber excluido tales ofertas.
La valoración de las proposiciones, incluyendo la de los criterios dependientes de juicio de valor, que ya haya sido realizada en el seno del procedimiento de selección del contratista no puede modificarse, alterarse o repetirse a pesar de que posteriormente se proceda a excluir a alguna de las ofertas de los licitadores por causa de su calificación como anormal o desproporcionada.
Resulta procedente que la clasificación no contemple las ofertas que hayan sido excluidas por ser anormales o desproporcionadas.
Este modo de proceder excluye la necesidad de volver a realizar un trámite para la identificación de las proposiciones que incurran en anormalidad o desproporción, solución que no tendría sentido conforme al texto legal y que atentaría contra el principio de concurrencia.
→ Expediente 14/2020, de 29 de julio de 2020. Fraccionamiento de los contratos y otras cuestiones.
Ha de ser el propio órgano de contratación el que verifique si entre los contratos menores sucesivos que haya de celebrar concurre el requisito de unidad funcional o vínculo operativo que exigen el tratamiento conjunto de las prestaciones propias de un contrato. Para ello habrá de tener en cuenta la propia obligación de programar la actividad de contratación pública.
La unidad funcional concurre cuando media la existencia de un vínculo operativo entre los objetos de los contratos sucesivos, de tal modo que resulten imprescindibles para el logro que se pretende conseguir mediante la celebración del contrato. En el caso descrito en la consulta, en que los objetos son idénticos y lo único que existe es una división temporal del contrato, no puede caber duda de la existencia de unidad funcional.
A los efectos de la tramitación de urgencia, una necesidad inaplazable está constituida por una o varias circunstancias, normalmente de índole temporal, que afectan al contrato público en cuestión y que determinan que, si no se emplease la tramitación de urgencia, el contrato no podría adjudicarse o desplegar adecuadamente sus efectos.
En el supuesto de adquisición de productos a un proveedor con derechos exclusivos, tanto en la LCSP como en el RD-Ley 3/2020 existe un procedimiento previsto específicamente para la adquisición de obras, servicios o suministros de proveedores con derechos exclusivos. Tal circunstancia muestra de modo patente la intención de las normas citadas de que, también en estos casos, se proceda a una licitación pública. Sin embargo, en el caso de que, efectivamente, los productos que se vayan a adquirir no superen los umbrales legalmente establecidos y no se produzca el fraccionamiento indebido del objeto del contrato cabe acudir al contrato menor.
Los poderes adjudicadores que no ostenten la condición de Administración Pública podrán hacer uso de la técnica de los acuerdos marco. Tanto en la LCSP como en el caso del RD-Ley 3/2020 sería posible la utilización del acuerdo marco, dependiendo la aplicación de una u otra norma de la naturaleza de la entidad contratante, de la actividad que realiza y de que el valor estimado del contrato sea igual o superior a 428.000 euros.
Esta Junta Consultiva no encuentra ningún impedimento de carácter legal que vede la utilización del contrato de suministro en función de necesidades de la Disposición Adicional 33 de la LCSP para cualquier entidad del sector público, siendo indiferente que el proveedor disponga o no de un derecho exclusivo sobre el producto.
La utilización de un sistema de clasificación propio en el que se incluya como requisito un derecho de exclusiva no está vedado en este tipo de contratos. Sin embargo, en el supuesto de un único proveedor con un derecho exclusivo no parece que tenga mucho sentido si atendemos a la finalidad propia de las normas sobre clasificación de empresas.
No es competencia de esta Junta Consultiva el aportar un presupuesto base desglosado con mayor detalle del descrito en la LCSP o en el Real Decreto-Ley 3/2020.
→ Expediente 12/2020, de 29 de julio de 2020. Diversas cuestiones referentes a un contrato dividido en lotes.
Según lo establecido en el artículo 99.7 de la LCSP la regla general aplicable a los contratos adjudicados por lotes es que cada lote constituye un contrato diferente. Por excepción, existen dos supuestos en que los diferentes lotes adjudicados podrán considerarse como un único contrato, esto es, si el órgano de contratación considera oportuno, en ejercicio de la facultad legalmente conferida en el citado precepto, prever expresamente en el pliego que constituirá un solo contrato para todos los lotes adjudicados a un mismo licitador, o en el caso de que se adjudique a una oferta integradoras cumpliendo los requisitos del artículo 99.5 de la LCSP.
Sólo en los casos en que se considere que hay un único contrato por disponerlo así los pliegos o tratarse de la adjudicación de una oferta integradora, cabe establecer la solvencia y fijar la garantía en función del valor conjunto de los lotes adjudicados de manera integrada. En los supuestos en que se aplique la regla general de que existen tantos contratos como lotes, las condiciones de solvencia y de garantía deberán ir referidas al valor de cada lote.
Salvo en los casos en que deba considerarse que estamos en presencia de un único contrato de acuerdo con las conclusiones anteriores, en la ejecución de los contratos adjudicados por lotes tanto el límite del 20 % establecido en el artículo 204.1 de la LCSP para las modificaciones previstas en los pliegos, como el límite del 10 % de variación en las unidades de ejecución previsto en los artículos 301 y 309 de la LCSP deben referirse al precio de cada uno de los contratos en que consiste cada lote.
→ Expediente 11/2020, de 29 de julio de 2020. Organismo técnico especializado en la valoración de contratos públicos.
En el supuesto previsto en el artículo 146.2.a) de la LCSP cabe encomendar la valoración de los criterios de valor cuya cuantificación dependa de un juicio de valor, cuando estos criterios sean predominantes en cuanto a su peso en el conjunto de las valoraciones requeridas por los pliegos contractuales, bien a un organismo técnico especializado debidamente identificado en los pliegos o bien a un Comité de expertos. El órgano de contratación es libre para escoger entre estas dos posibilidades.
El órgano de contratación es libre para escoger a un organismo técnico especializado del sector privado siempre que cumpla con las condiciones que la LCSP exige para este tipo de organismos, siempre respetando los principios de eficiencia y economía.
En términos generales resulta posible calificar como organismo técnico especializado a un organismo autónomo de la Administración, siempre que cumpla los requisitos exigidos para ello.
No corresponde a esta Junta Consultiva determinar qué organismos de la Administración Pública del Estado pueden considerarse organismos técnicos especializados para la valoración de criterios sometidos a juicio de valor en contratos que tengan que ver con la construcción de infraestructuras hidráulicas o su explotación.
→ Expediente 10/2020, de 30 de julio de 2020. Tramitación anticipada de contratos por las Entidades Locales.
Las Corporaciones Locales podrán tramitar anticipadamente expedientes de contratación cuando su financiación dependa de la obtención de una subvención previamente solicitada, y ello con independencia de que su ejecución pueda comenzar en el mismo o en diferente ejercicio. En este caso, la ejecución material del contrato podrá hacerse tan pronto como se disponga en forma legal de los recursos económicos que vayan a retribuir la ejecución del contrato.
Conforme a lo establecido en la Disposición adicional tercera, apartado 2 de la LCSP y a las previsiones contenidas en el Código Civil los pliegos podrán establecer un plazo máximo tras el cual el órgano de contratación habrá de desistir del contrato, con las consecuencias establecidas en el mismo. De no fijarse plazo alguno la adjudicación quedará pendiente hasta que se resuelva sobre la subvención solicitada o hasta que el órgano de contratación acuerde el desistimiento en forma legal.
Conforme al artículo 152 de la LCSP el órgano de contratación ha de especificar con antelación, bien en el anuncio, bien en el pliego, cuál será la forma en que se compensará a los licitadores en los casos del artículo 152 en el supuesto de que no sea posible allegar los fondos necesarios para celebrar el contrato.
→ Expediente 7/2020, de 29 de julio de 2020. Regulación de los contratos privados de seguros.
El artículo 29 de la LCSP, como consecuencia de su ubicación en la misma, que revela la voluntad de la norma de hacerlo aplicable a todos los contratos del sector público, es aplicable también a la duración de los contratos privados que celebran las Administraciones Públicas. En consecuencia, el plazo de duración de los contratos de seguro no debe exceder de los límites que marca el artículo 29 de la LCSP para los contratos de servicios, siendo ésta la norma aplicable a este aspecto.
Por la misma razón, la regla sobre la obligatoriedad de las prórrogas que contiene el artículo 29.2 de la LCSP resulta aplicable a todos los contratos del sector público, incluidos los contratos privados de seguro que celebren las Administraciones Públicas, siempre que se cumplan las condiciones que establece el precepto.
Lo mismo sucede con la regla que contiene el artículo 29.2 de la LCSP en el sentido de que en ningún caso podrá producirse la prórroga por el consentimiento tácito de las partes. Tal norma supone, conforme a su ubicación sistemática en la Ley y a la voluntad del legislador manifestada mediante ella, que bajo la legislación vigente tampoco es posible aplicar las normas de la Ley del Contrato de Seguro sobre admisibilidad de las prórrogas tácitas. Tal cosa sí era posible con la legislación anterior, pero hoy ya no lo es.
Por lógica congruencia con nuestras anteriores conclusiones, también hemos de admitir la posibilidad de aplicar el artículo 29.4 último párrafo de la LCSP a los contratos sobre los que versa la consulta.
A diferencia de los supuestos anteriores, tanto por su ubicación en la ley como por afectar únicamente a la fase de ejecución del contrato, el artículo 309.1 final de la LCSP no es aplicable a los contratos privados de servicios que celebren las Administraciones Públicas y, concretamente, a los contratos de seguros como los que se mencionan en la consulta.
→ Expediente 6/2020, de 29 de julio de 2020. Admisibilidad de umbrales en el procedimiento abierto.
De acuerdo con la LCSP y con la Directiva 2014/24/UE, en los procedimientos abiertos en los que se establezcan criterios cualitativos sometidos a juicios de valor cabe establecer en los pliegos requisitos mínimos o umbrales, de modo que las ofertas presentadas que no alcancen una puntuación mínima predeterminada al término de su evaluación quedan excluidas de la evaluación posterior.
→ Expediente 5/2020, de 29 de julio de 2020. Procedimiento abierto simplificado.
La regla que contiene el artículo 159.4 de la LCSP no constituye una excepción a la regla general establecida en la Disposición Adicional Decimoquinta, de modo que en el procedimiento abierto simplificado las notificaciones del órgano de contratación pueden realizarse mediante comparecencia electrónica. En este caso cualquier plazo que se inicie con la notificación efectuada por el órgano de contratación tiene como dies a quo la fecha del aviso de notificación que se debe enviar al dispositivo electrónico y a la dirección de correo electrónico que el interesado hubiera proporcionado previamente.
Además, el órgano de contratación queda obligado a la publicación del acto objeto de notificación el mismo día en el Perfil de contratante del órgano de contratación.
El plazo de subsanación de las proposiciones en el procedimiento abierto simplificado ha de ser de tres días naturales.
A pesar de la diferente redacción de los artículos 150.2 para el procedimiento abierto y 159.4 para el procedimiento abierto simplificado, en el trámite de aportación de la documentación necesaria para acreditar la garantía definitiva podrá concederse un trámite para subsanar los errores o defectos subsanables de tal documentación, a menos que lo que ocurra es que falta la propia constitución de la garantía definitiva u otro defecto que no se pueda considerar subsanable, supuesto en que procederá efectuar propuesta de adjudicación a favor del siguiente candidato en puntuación, otorgándole el correspondiente plazo para constituir la citada garantía definitiva.
El artículo 159 de la LCSP sólo regula los efectos de la falta de constitución de la garantía para con la adjudicación del contrato y no, como sí hace el artículo 150.2 LCSP, los efectos para el licitador propuesto como adjudicatario de la falta de atención al requerimiento de documentación. Se trata de una laguna legal que ha de ser suplida mediante la fórmula descrita en el propio artículo 159.4 h), esto es, mediante la aplicación de las normas generales aplicables al procedimiento abierto (150.2 LCSP) conforme a las cuales el efecto para el licitador será entender que ha retirado su oferta, procediéndose a exigirle el importe del 3 por ciento del presupuesto base de licitación, IVA excluido, enconcepto de penalidad, que se hará efectivo en primer lugar contra la garantía provisional, si se hubiera constituido.
→ Expediente 4/2020, de 29 de julio de 2020. Artículo 122.2 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público. Tratamiento de datos personales por el contratista.
El artículo 122.2 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, obliga a que en los pliegos de cláusulas administrativas particulares se mencione expresamente la obligación del futuro contratista de respetar la normativa vigente en materia de protección de datos, debiendo constar, asimismo, de forma expresa, las obligaciones consignadas en los literales a) a e) y su condición de esenciales, con las consecuencias previstas en el artículo 211.1.f) de la Ley.
La obligación prevista en el literal c) del artículo 122.2 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, debe interpretarse en el sentido de que: La declaración sobre ubicación de los servidores y desde dónde se van a prestar los servicios asociados a los mismos debe aportarse antes de la formalización del contrato, siendo su presentación imprescindible para que el contrato pueda perfeccionarse.
 Aquellos contratos no sujetos al recurso especial previsto en la ley, deberán ponerse a disposición del adjudicatario para su firma electrónica en el momento en que se aporte la declaración sobre ubicación de los servidores. 
Si antes de la formalización del contrato la empresa adjudicataria no aporta la declaración sobre la ubicación de los servidores, se entenderá que el contrato no puede formalizarse por una causa que le es imputable, procediéndose conforme a lo previsto en el apartado 4 del artículo 153 y adjudicándose el contrato al siguiente licitador, por el orden en que hubieran quedado clasificadas las ofertas.
La posibilidad de subsanación de defectos u omisiones en la declaración sobre localización de los servidores será necesariamente distinta según éstos sean formales o sustanciales. A los de carácter formal les serán de aplicación los criterios generales sobre subsanación establecidos en la legislación específica (Art. 141.2 LCSP) y en la general -en lo que no resulte contradictorio con aquella- (Arts. 66, 68 y concordantes de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, LRJPAC). Los sustanciales, al afectar a una obligación esencial, no son subsanables.
La obligación de presentar una declaración sobre la localización de los servidores afecta exclusivamente a quien resulte adjudicatario del contrato, no siendo exigible al resto de licitadores.
La obligación de los licitadores de indicar en su oferta si tienen previsto subcontratar los servidores o los servidores asociados a los mismos, prevista en el literal e) del artículo 122.2 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, tiene carácter esencial, no siendo subsanable su omisión y debiendo procederse, en caso de inobservancia, a la exclusión del licitador.
En el caso de que el DEUC incluya los datos mencionados en el artículo 122.2 e), al formar parte de la documentación que compone la proposición u oferta del licitador, no existe ningún inconveniente desde el punto de vista legal para su admisión. Tampoco parece que exista inconveniente para que tal información se proporcione de manera separada.
→ Expediente 55/2019, de 29 de julio de 2020. Subsanación de documentos en la Plataforma de Contratación del Sector Público.
Conforme a la LCSP, el estado de la Plataforma de Contratación del Sector Público con el que se inicia el cómputo de los plazos para proceder a la subsanación de la documentación correspondiente a los requisitos previos para contratar es el de “enviado”.
La Plataforma de Contratación del Sector Público tiene implantada una funcionalidad que automáticamente impide la respuesta extemporánea del licitador en la subsanación de la documentación correspondiente a los requisitos previos para contratar. En caso de que la respuesta se verifique de modo ajeno a la Plataforma de Contratación del Sector Público deberá ser el órgano de asistencia, si existe, o el de contratación mismo el que determine si la documentación es extemporánea y procede la exclusión del licitador.
→ Expediente 22/2020, de 19 de junio de 2020. Dación de cuenta al Consejo de Ministros en los contratos tramitados por emergencia.
La exigencia de dar cuenta al Consejo de Ministros de los acuerdos adoptados en los procedimientos de emergencia del artículo 120 de la LCSP no es aplicable a las sociedades mercantiles estatales o a las fundaciones del sector público estatal.
→ Expediente 20/2020, de 19 de junio de 2020. Acreditación del mantenimiento de la solvencia económica y financiera ante las medidas COVID-19.
En el caso de la justificación del mantenimiento de la solvencia económica y financiera la solución más lógica a la situación causada por la ampliación de los plazos establecidos para la presentación de las cuentas anuales al Registro Mercantil que contiene el artículo 40 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19 sería entender que es posible realizar una interpretación analógica de las normas, de modo que el término establecido para la justificación de la solvencia económico financiera correspondiente al ejercicio 2020 finalizará un mes después de la finalización del plazo para la presentación en el Registro Mercantil de las cuentas anuales correspondientes al ejercicio 2019, esto es, el 1 de enero de 2021.
B) Cataluña
Órgano:   Junta Consultiva de Contratación Administrativa.
→ Informe 13/2020, de 2 de octubre, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Generalitat de Catalunya (Comisión Permanente). Régimen jurídico aplicable a la resolución de un contrato de concesión de obra pública adjudicado con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, así como a la nueva licitación consiguiente.
Las cláusulas de valoración de un contrato de concesión de obras, establecidas en los pliegos por los que se rigió la licitación de conformidad con lo que disponía el Texto refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio, vigente en el momento de la adjudicación, son de aplicación en la resolución de este contrato.
Las previsiones contenidas en los artículos 281 y 282 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, si bien se refieren a un "nuevo proceso de licitación", en la medida que constituyen parte de la regulación de los efectos de la resolución anticipada de las concesiones de obras, en el marco de la regulación global de la extinción de estos contratos, resultan de aplicación en caso de que las concesiones que se resuelvan por causas no imputables a la Administración hayan sido adjudicadas bajo la vigencia de la LCSP, de conformidad con su régimen transitorio.
→ Informe 12/2020, de 2 de octubre, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Generalitat de Catalunya (Comisión Permanente). Consecuencias para las empresas licitadoras de la falta de acreditación del cumplimiento de conformidad con el Esquema Nacional de Seguridad.
En caso de que resulte exigible el cumplimiento de conformidad con el Esquema Nacional de Seguridad para el servicio o la solución tecnológica que una entidad del sector público tenga que contratar, los pliegos respectivos pueden incluir dicha exigencia como a prescripción técnica o como obligación de la empresa contratista, exigiendo la Declaración o la Certificación de Conformidad con el ENS en función del sistema de que se trate, o bien un compromiso de futuro, de disponer de una o la otra, en caso de convertirse en contratista y en ejecución del contrato.
La exigencia del compromiso de las empresas licitadoras de estar en situación de poder cumplir la conformidad con el ENS en un momento posterior a la licitación es una opción más favorecedora de la concurrencia que la exigencia de acreditación en la propia oferta y, por tanto, más conveniente, siempre que sea adecuado al objeto del contrato, en los términos señalados en la consideración jurídica III de este informe, y las circunstancias concurrentes en cada caso.
Tanto la falta de aportación del compromiso como la falta de acreditación del cumplimiento de conformidad con el ENS, hay que entenderlas subsanables, ya que no suponen un cambio de la voluntad declarada inicialmente por las empresas licitadoras en sus ofertas, si bien puede comportar la exclusión, en caso de no producirse la subsanación o que de la descripción técnica contenida en la oferta se constate un incumplimiento expreso de una prescripción del pliego respectivo, por ser esta incongruente u oponerse.
→ Informe 11/2020, de 2 de octubre, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Generalitat de Catalunya (Comisión Permanente). Consideración de los proyectos independientes que integran un Plan municipal de accesibilidad como parte de un único objeto contractual.
La ejecución de un plan de accesibilidad previsto en la Ley 13/2014, de 30 de octubre, de accesibilidad, requiere un análisis objetivo por parte del órgano de contratación de cada una de las prestaciones a llevar a cabo para determinar cómo procede su contratación. Así, si bien no parece que todas las obras, y otras prestaciones, que se incluyen en un plan de accesibilidad deban ser consideradas necesariamente como parte de un mismo objeto contractual por este hecho, habrá que determinar en cada caso si es procedente considerar que cada una responde a una finalidad técnica y económica en sí misma, independiente y separable del resto, para que resulte viable licitarse mediante procedimientos separados o, en cambio, se considera que conforman una unidad funcional con la existencia de un vínculo entre ellas, de forma que proceda llevar a cabo una única licitación con división del objeto en lotes.
→ Informe 10/2020, de 30 de julio, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Generalitat de Catalunya (Comisión Permanente). Aplicación a las entidades locales catalanas del anticipo a cuenta del pago de los daños y perjuicios derivados de la suspensión de contratos, previsto y regulado en el Decreto ley 8/2020, de 24 de marzo. 
La medida establecida en el Decreto ley 7/2020, de 17 de marzo, en la redacción dada por el Decreto ley 8/2020, de 24 de marzo, de modificación parcial del Decreto ley 7/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes en materia de contratación pública, de salud y gestión de residuos sanitarios, de transparencia, de transporte público y en materia tributaria y económica, consistente en el pago de un anticipo a cuenta de la indemnización de daños y perjuicios en aquellos contratos cuya ejecución ha devenido imposible, a causa de las medidas para hacer frente a la pandemia de la COVID-19, tiene como finalidad el mantenimiento de los puestos de trabajo adscritos a los contratos mencionados y no afectar, con carácter general, la actividad económica y la estabilidad de los puestos de trabajo. 
En consecuencia, el pago de este anticipo se configura como una ficción legal de la continuidad de la prestación efectiva del contrato aunque esté suspendido, debiéndose mantener la regularidad de los pagos de los contratos de conformidad con lo que establezcan los pliegos respectivos, sin que para su abono se requiera la realización efectiva de la prestación, y siendo una condición necesaria para su percepción la obligación de las empresas de no presentar un expediente de regulación de empleo respecto de los puestos de trabajo adscritos a los contratos suspendidos. 
Las entidades locales de Cataluña que hagan uso de la habilitación establecida en este Decreto ley 7/2020, en la redacción dada por el Decreto ley 8/2020, deberán aplicar las normas o los actos administrativos de suspensión de la ejecución de los contratos de centros educativos y edificios, instalaciones y equipamientos públicos, que dicten o emitan en los mismos términos y con los mismos efectos señalados en la conclusión anterior. 
En caso de que las entidades locales catalanas no hagan uso de aquella habilitación, resulta de aplicación a la suspensión de los contratos de servicios de prestación sucesiva suscritos, cuya ejecución hubiera devenido imposible a causa de la COVID-19, la obligación de abonar a las empresas contratistas, previa solicitud y acreditación por parte de estas, los daños y perjuicios efectivamente sufridos durante el periodo de suspensión, prevista en el artículo 34.1 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social de la COVID-19, y por los conceptos que este artículo establece, pudiendo también efectuar un anticipo a cuenta del importe estimado de la indemnización que correspondiera. 
→ Informe 9/2020, de 30 de julio, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Generalitat de Catalunya (Pleno). Proyecto de orden por el que se aprueba una nueva versión de la aplicación del Gestor Electrónico de Expedientes de Contratación (GEEC). 
→ Informe 7/2020, de 17 de junio, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Generalitat de Catalunya (Comisión Permanente). La cooperación pública horizontal. Especial referencia a la condición de que las entidades intervinientes no tengan vocación de mercado y la cooperación que ha de constituir el objeto.
La determinación de cuando concurre la condición de la ausencia de vocación de mercado, necesaria para poder considerar excluidos del ámbito de aplicación de la normativa de contratación pública los convenios que establezcan o desarrollen una cooperación entre poderes adjudicadores, prevista en el artículo 6.1.a de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de contratos del sector público, debe efectuarse en función de las actividades que realizan en el mercado abierto que tengan por objeto la actividad de servicio público, en sentido amplio, respecto de la que se quiere establecer la cooperación y en la que se incardina la actividad o las actividades específicas que cada entidad realiza con ocasión de la cooperación.
La cooperación horizontal, transpuesta a nuestro derecho interno en el artículo 6.1 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de contratos del sector público, debe tener por objeto el establecimiento o el desarrollo de una cooperación para garantizar el cumplimiento de objetivos comunes en la prestación de los servicios públicos que incumben a las entidades intervinientes, de manera que es indispensable su participación conjunta para garantizar que los servicios públicos sobre la cual versa se prestan, no pudiéndose considerar cumplido este requisito en caso de que la única contribución de alguna de las partes se limite al reembolso de gastos.
→ Informe 6/2020, de 17 de junio, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Generalitat de Catalunya (Comisión Permanente). Composición de las mesas de contratación de las entidades locales y participación de los miembros electos.
La validez de las actuaciones de las mesas de contratación en el ámbito local en función del quórum necesario para el desarrollo de las sesiones queda condicionada sólo a la asistencia efectiva de la mayoría absoluta de los miembros, de las personas que ejercen la presidencia y la secretaría y de las dos vocalías que ejercen las funciones de asesoramiento jurídico y de control económico, de manera que el número de miembros electos asistentes a las sesiones de las mesas que se hayan constituido correctamente, de conformidad con el apartado 7 de la Disposición adicional segunda de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público –y, específicamente, el porcentaje que suponen estos miembros respecto del total–, no determina la conformidad jurídica de la actuación de estos órganos de asistencia técnica. En todo caso, los órganos de contratación tienen que tomar las medidas necesarias para evitar que en la actuación de las mesas de contratación de ámbito local se vulnere la limitación de participación de los miembros electos, posibilitando el otorgamiento de más influencia a estos miembros en las decisiones del órgano.
→ Instrucción 1/2020, de 29 de mayo, del Comité de Precios de Contratos de la Generalidad de Cataluña, sobre la información necesaria para la emisión del informe preceptivo de la estructura de costes de los contratos del sector público de Cataluña.
C) Galicia
Órgano: Junta Consultiva de Contratación Administrativa.

No hay Informes desde el último Seminario.
D) Andalucía
Órgano:   Comisión Consultiva de Contratación Administrativa.
→ Informe 14/19, de 21 de julio de 2020, sobre la posibilidad de acudir a la tramitación de emergencia para contratar unas mejoras/reformas/adecuaciones con las empresas que resultaron adjudicatarias de las mismas.
De acuerdo con lo establecido en el artículo 120 LCSP respecto a la tramitación de emergencia podrá acudirse a esta cuando la Administración tenga que actuar de manera inmediata a causa de acontecimientos catastróficos, de situaciones que supongan grave peligro o de necesidades que afecten a la defensa nacional, estando al régimen excepcional previsto en dicho artículo, debiendo interpretarse de forma restrictiva las circunstancias habilitantes.
El artículo 203 LCSP establece que los contratos administrativos solo podrán ser modificados por razones de interés público durante su vigencia cuando se dé alguno de los siguientes supuestos:
a) Cuando así se haya previsto en el pliego de cláusulas administrativas particulares, en los términos y condiciones establecidos en el artículo 204 LCSP.
b) Excepcionalmente, cuando sea necesario realizar una modificación que no esté prevista en el pliego de cláusulas administrativas particulares, siempre y cuando se cumplan las condiciones que establece el artículo 205.
La adjudicación directa solo está prevista en la LCSP para la contratación de emergencia y la contratación menor. La Ley regula una serie de procedimientos que permiten reducir los plazos de tramitación.
E) Comunidad Valenciana
Órgano: Junta Superior de Contratación Administrativa.
→ Informe 5-2020, de 6 de noviembre de 2020. Consideración de las Comunidades de Regantes como poder adjudicador.
Del examen de las notas que definen el poder adjudicador , podemos afirmar que las comunidades de regantes no son poder adjudicadores.
Los contratos subvencionados a los que se refiere el art. 23 afectarán básicamente cuando se trate de obras y los correspondientes servicios aparejados de ingeniería civil e la sección F, división 45, grupo 45.2 de la Nomenclatura General de Actividades Económicas de las Comunidades Europeas (NACE) cuando su valor estimado sea de 5.350.000 € IVA excluido y 214.000 € IVA excluido para los servicios necesarios en la ejecución de las obras.
A mayor abundamiento las comunidades de regantes deberán cumplir con la Ley Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones en aquellos extremos que sean de aplicación conforme a la legislación de contratos del sector público , recomendando en aquellos procedimientos de concesión de subvenciones que el coste subvencionable del proyecto sea un 50% que apliquen los principios de publicidad y concurrencia si de acuerdo con la normativa que regula la concesión de subvenciones ello es posible.
→ Informe 4-2020, de 27 de julio de 2020. Modificaciones previstas en los pliegos de cláusulas administrativas. Límites. Introducción de la recogida selectiva de biorresiduos.
La recogida de biorresiduos y por tanto la introducción del quinto contenedor se halla contemplada entre las modificaciones previstas en el contrato sometido a consulta. No obstante debe respetarse de todo punto el limite previsto del 20% de porcentaje de modificación
Para el cumplimiento de los dispuesto en el Decreto 55/2019, de 5 de abril , del Consell, por el que se aprueba la revisión del Plan integral de residuos de la Comunitat Valenciana, se podría instaurar la recogida de biorresiduos en una zona o Barrio del Municipio. Ahora bien si aun así se superara el limite máximo establecido para las modificaciones previstas en el pliego, el Ayuntamiento consultante debería licitar la gestión de los biorresiduos de forma independiente.
→ Informe 3-2020, de 30 de junio de 2020. Guía Verde. Medidas ambientales en la contratación pública en el ámbito de la edificación de la Generalitat.
Dada su naturaleza eminentemente técnica y su carácter de mero repositorio de medidas de carácter indicativo para los órganos de contratación, se formulan las siguientes recomendaciones de carácter general:
1.- La aplicación de la Guía objeto del presente informe debe concebirse como un instrumento de apoyo.
2.- La consecución de objetivos medioambientales en la edificación debe siempre tener en cuenta los principios básicos de la contratación pública: libertad de acceso a las licitaciones, publicidad y transparencia de los procedimientos, y no discriminación e igualdad de trato entre los licitadores.
3.- La debida proporcionalidad de las prescripciones técnicas, los criterios de solvencia, criterios de adjudicación y condiciones especiales de ejecución con el contrato a ejecutar determinarán el resultado de la aplicación de esta Guía como un medio para la consecución de los objetivos de la contratación pública ecológica y socialmente responsable no restrictiva.
4.- Es necesario hacer hincapié en la realidad de los presupuestos de ejecución material al mercado y en este caso concreto a los precios de la edificación sostenible.
→ Informe 2-2020, de 4 de junio de 2020. Información insuficiente facilitada por el órgano de contratación en relación con la subrogación de personal del contrato de servicio de monitores de actividades deportivas (exp. 36-2014) del Ayuntamiento de Crevillente.
F) Aragón
Órgano: Junta Consultiva de Contratación Administrativa.
→ Informe 4/2020, de 25 de septiembre, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Comunidad Autónoma de Aragón. Modelo tipo de Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares aplicable a los contratos de suministro mediante arrendamiento financiero con opción de compra, procedimiento abierto, varios criterios de adjudicación.
→ Informe 3/2020, de 25 de junio, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Comunidad Autónoma de Aragón. Cuantía máxima de modificaciones contractuales en contratos de servicios de tracto sucesivo prorrogados; la contratación de servicios de prestaciones periódicas en función de las necesidades.
En la modificación de un contrato de servicios de tracto sucesivo que pueda plantearse cuando se encuentra prorrogado por un plazo inferior al de su duración inicial, el cálculo de porcentaje de la alteración ha de llevarse a cabo sobre el precio de adjudicación del contrato inicial o primitivo y no sobre el prorrogado.
En los contratos de servicios, la posibilidad de modificar el contrato para atender a un mayor número de prestaciones cuando las necesidades reales fuesen superiores a las estimadas inicialmente, requerirá la tramitación del correspondiente procedimiento administrativo por órgano competente.
→ Informe 2/2020, de 25 de junio, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Comunidad Autónoma de Aragón. Adaptación de los Pliegos Tipo de Cláusulas Administrativas Particulares del Ayuntamiento de Zaragoza aplicables a contratos de obras, suministros y servicios en su modalidad de procedimiento abierto, abierto simplificado y abierto simplificado abreviado.
G) Canarias
Órgano: Junta Consultiva de Contratación Administrativa.
→ Recomendación 2/2020, de 29 de octubre, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de Canarias, a los órganos de contratación del sector público autonómico canario en relación con la forma de publicación de los contratos menores.
→ Recomendación 1/2020, de 23 de julio, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de Canarias, sobre la utilización de los libros de órdenes e incidencias electrónicos durante la ejecución de las obras.
→ Informe 4/2020, de 18 de mayo, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de Canarias sobre el cumplimiento del acuerdo de gobierno de 22 de mayo de 2019 relativo a los contratos reservados a centros especiales de empleo de iniciativa social, a empresas de inserción y programas de empleo protegido.
Por todo lo expuesto, se valora como ínfimo el grado de cumplimiento alcanzado por los órganos de contratación en relación no sólo al Acuerdo del Gobierno de Canarias de 22 de mayo de 2019, sino de la obligación impuesta por la LCSP, incorporando la siguiente propuesta de medidas incentivadoras por estimarse convenientes para garantizar, o al menos, favorecer, su cumplimiento: 
1.- Incentivar la profesionalización de los empleados públicos en materia de contratación, lo que redundará en un conocimiento en profundidad de esta normativa tan específica; medida que ha de ir acompañada de la dotación de personal suficiente en los centros directivos y unidades administrativas de los órganos de contratación. 
2.- Paralelamente, esa profesionalización y dotación de personal debería ir acompañada de una reestructuración y centralización de las unidades administrativas dedicadas a la contratación, evitando la existencia de unidades que sólo tramitan contratos de forma esporádica, y por importes menores; de modo que se configuren las unidades administrativas de contratación con competencia y dedicación en exclusiva para la contratación administrativa, y no unidades de contratación con otras muy diversas funcionalidades y competencias dentro de las mismas. 
3.- Formación continua obligada al personal-empleadas y empleados públicos de contratación. En relación a esta cuestión concreta de los contratos reservados se está preparando por parte de la Dirección General de Patrimonio y Contratación un curso monográfico on line de una hora de duración, con el fin de intentar trasladar la importancia y la obligatoriedad de esta contratación a los jefes de servicio de los distintos Departamentos con competencias y funciones en materia de contratación, al objeto de generalizar una formación básica e indispensable en cuanto al régimen de estos contratos reservados. 
H) Baleares
Órgano: Junta Consultiva de Contratación Administrativa.
→ Informe 1/2020, de 28 de julio de 2020, de la Comisión Permanente de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa. Calificación jurídica de los contratos de renovación y actualización de licencias informáticas.
Los contratos de renovación y actualización de licencias informáticas conservaran la calificación jurídica de suministros, cuando en el contrato se incluyan servicios de mantenimiento o garantía de soporte a iniciativa del proveedor sin que comporten actuaciones complejas o sean necesarias para el desarrollo normal del programa y esta iniciativa sea la forma habitual de actuar en el mercado. En cambio, deberán calificarse como contratos mixtos, cuando la iniciativa de incluir servicios en el contrato sea del poder adjudicador. 
En los contratos de renovación y actualización de licencias informáticas que incluyan servicios de mantenimiento o garantía de soporte que se hayan considerado mixtos de acuerdo con la conclusión anterior, el pago del precio del servicio no podrá ser cero. En la preparación del contrato deberá haberse presupuestado y fijado el precio máximo de licitación ajustado al mercado; con la adjudicación quedara fijado el precio que corresponda en concepto de contraprestación al contratista.
El régimen expuesto en este informe en relación con los contratos de renovación o actualización de licencias también resultara de aplicación a los contratos de adquisición de licencias informáticas, incluyan o no el servicio de mantenimiento o garantía de soporte.
→ Informe 2/2020, de 5 de junio de 2020, de la Comisión Permanente de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa. La modificación o la resolución de los contratos con motivo de la postergación de la 37a edición del Palma International Boat Show al 2021.
Los contratos de suministro y de servicios distintos a los de trato sucesivo que hayan perdido su finalidad como consecuencia de la situación creada por el Covid-19, cuando no sea posible modificarlos, se deberán resolver de acuerdo con lo que prevé la letra g del artículo 211 de la LCSP.
→ Informe 1/2019, de 29 de enero de 2020, de la Comisión Permanente de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa. Contratos de servicios de carácter intelectual.
Las prestaciones de carácter intelectual no son solo los servicios de arquitectura, ingeniería, consultoría y urbanismo a los que hace referencia la DA 41a de la LCSP.
Las prestaciones que se detallan en el CPV 71000000-8 (servicios de arquitectura,construcción, ingeniería e inspección) no deben considerarse prestaciones intelectuales en todos los casos, a los efectos previstos en la LCSP. En el caso en que una prestación de servicios (como por ejemplo, un contrato de coordinación de seguridad y salud) este perfectamente definida técnicamente y no sea posible variar los plazos de entrega ni introducir modificaciones de ningún tipo, podrá aplicarse solo el criterio de adjudicación del precio y podrá tramitarse el contrato mediante el procedimiento ordinario sumario o supersimplificado previsto en el articulo 159.6 de la LCSP.
Para que una prestación tenga carácter intelectual a efectos de la LCSP, es necesario que implique cierto grado de innovación o de creatividad, generando un producto susceptible de ser amparado por el derecho de propiedad intelectual, valorando también las prestaciones por su importancia en relación con el todo unitario del contrato.
Todas las prestaciones que se detallan en el CPV 72000000-5 (Servicios TI: consultoría, desarrollo de software, Internet y apoyo) y en el CPV 73000000-2 (Servicios de investigación y desarrollo y servicio de consultaría conexos), tienen que considerarse prestaciones de consultoría, pero no a los efectos de considerarlas intelectuales en todos los casos, puesto que solo lo serán en los casos en que reúnan los requisitos de originalidad e innovación, tal como exige la jurisprudencia del TS.
I) Madrid
Órgano: Junta Consultiva de Contratación Administrativa.
→ Acuerdo 4/2020, de 8 de octubre, por el que se acuerda remitir a la Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado resoluciones sancionadoras por infracción en materia laboral o social, adoptadas por la Dirección General de Trabajo de la Consejería de Economía, Empleo y Competitividad de la Comunidad de Madrid.
→ Informe 4/2020, de 7 de julio, sobre las limitaciones aplicables a un contrato menor.
No es competencia de esta Junta Consultiva la resolución de posibles discrepancias entre diferentes órganos consultivos y fiscalizadores, ni sustituir las funciones que corresponden a éstos. 
Hasta la última modificación del artículo 118 de la LCSP, el criterio que esta Comisión Permanente mantuvo que debía seguirse en la Comunidad de Madrid con respecto al asunto objeto de consulta fue el recogido en su informe 1/2018, de 11 de abril, sobre adjudicación de los contratos menores en la nueva Ley de Contratos del Sector Público. A partir de dicha modificación legal, la tramitación del expediente en los contratos menores está sujeta a lo dispuesto en la actual redacción de dicho artículo. 
El contratista tiene derecho al abono del precio por la prestación realizada y la Administración tiene la obligación de abonarlo en el plazo establecido para ello. 
→ Informe 3/2020, de 30 de abril, sobre la vigencia de determinadas disposiciones del Decreto 213/1998, de 17 de diciembre, del Consejo de Gobierno, por el que se establecen medidas en la contratación administrativa de la Comunidad de Madrid para apoyar la estabilidad y calidad del empleo.
La configuración del incumplimiento de la reserva legal de trabajadores con discapacidad, a la que están obligadas las empresas con cincuenta o más trabajadores, como una prohibición para contratar conforme a lo dispuesto en el artículo 71 letra d) de la Ley de Contratos del Sector Público, cuya ausencia debe de mantenerse hasta la perfección del contrato acredita, por si misma, que durante la vigencia del contrato el adjudicatario cumple con la obligación establecida en el artículo 42 del Texto Refundido de la Ley General de derechos de las personas con discapacidad y su inclusión social, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre. 
Los pliegos en los que se establezca una previsión como criterio de desempate conforme a lo estipulado en el artículo 5 del Decreto 213/1998, de 17 de diciembre, por el que se establecen medidas en la contratación administrativa de la Comunidad de Madrid para apoyar la estabilidad y calidad del empleo vulneran el principio de igualdad de trato que debe de presidir toda licitación. 
→ Acuerdo 4/2020, de 30 de abril, por el que se da cuenta a la Comisión Permanente de la adaptación de los modelos de pliegos de cláusulas administrativas particulares.
V. DICTÁMENES DEL CONSEJO CONSULTIVO DE ARAGON EN MATERIA DE CONTRATACIÓN PÚBLICA.
→ Dictamen 181/2020, de 20 de noviembre de 2020. La Comisión del Consejo Consultivo de Aragón ha examinado los expedientes remitidos por la Diputación Provincial de Zaragoza, a través de la Consejera de Presidencia y Relaciones Institucionales del Gobierno de Aragón, relacionados con la revisión de oficio de diversas actuaciones de contratación y facturación. 
→ Dictamen 192/2020, de 10 de noviembre de 2020. El Consejo Consultivo de Aragón ha examinado el expediente remitido por el Ayuntamiento de Zaragoza (Zaragoza), sobre la interpretación que debe darse a la cláusula 2 del Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares Especificas que rigen el contrato de gestión del servicio público de transporte urbano de viajeros en la modalidad de concesión de la ciudad de Zaragoza, así como a la cláusula 3 del Pliego de Prescripciones Técnicas Particulares, con ocasión de la implantación de una medida para la optimación del servicio de transporte público urbano para personas con movilidad reducida severa. 
→ Dictamen 159/2020, de 29 de septiembre de 2020. El Consejo Consultivo de Aragón ha examinado el expediente remitido por la Consejera de Sanidad, sobre la interpretación que debe darse al contrato del “servicio de limpieza de los centros sanitarios dependientes del Servicio Aragonés de Salud (5 DG/16)”, con relación al lote 15 (Atención Primaria Sector Huesca) habiéndose planteado la cuestión relativa a la interpretación con motivo de la tramitación del expediente 2 DG/20 correspondiente a la segunda modificación del contrato debida a un incremento de superficie por la apertura del nuevo Centro de Salud “Los Olivos” de Huesca. 
→ Dictamen 145/2020, de 29 de septiembre de 2020. La Comisión del Consejo Consultivo de Aragón ha examinado los expedientes remitidos por la Diputación Provincial de Zaragoza, a través de la Consejera de Presidencia y Relaciones Institucionales del Gobierno de Aragón, relacionados con la revisión de oficio de diversas actuaciones de contratación y facturación. 
→ Dictamen 110/2020, de 22 de julio de 2020. La Comisión del Consejo Consultivo de Aragón ha examinado los expedientes remitidos por la Diputación Provincial de Zaragoza, a través de la Consejera de Presidencia y Relaciones Institucionales del Gobierno de Aragón, relacionados con la revisión de oficio de diversas actuaciones de contratación y facturación. 
→ Dictamen 108/2020, de 22 de julio de 2020. El Consejo Consultivo de Aragón emite dictamen sobre la propuesta remitida por el Ayuntamiento de La Muela (Zaragoza), relativa a la interpretación del contrato mixto de servicio de mantenimiento y conservación de las instalaciones de alumbrado público, celebrado entre la entidad local y E.A., S.A. 
→ Dictamen 107/2020, de 22 de julio de 2020. El Consejo Consultivo de Aragón ha examinado el expediente remitido la Diputación Provincial de Zaragoza, a través de la Consejera de Presidencia y Relaciones Institucionales con relación a la Resolución del contrato del servicio de “cursos de formación en la modalidad de teleformación 2018” suscrito por la Diputación Provincial de Zaragoza. 
→ Dictamen 104/2020, de 30 de junio de 2020. La Comisión del Consejo Consultivo de Aragón ha examinado el expediente remitido por el Ayuntamiento de Orés (Zaragoza), a través de la Consejera de Presidencia y Relaciones Institucionales del Gobierno de Aragón, relacionado con la revisión de oficio del acuerdo del pleno municipal del Ayuntamiento de Orés de 6 de octubre de 1989, por el que se adjudica la gestión del centro social a un grupo de personas. 
 → Dictamen 98/2020, de 30 de junio de 2020. La Comisión del Consejo Consultivo de Aragón ha examinado el expediente remitido por el Ayuntamiento de La Muy Noble Villa de Andorra, a través de la Consejera de Presidencia y Relaciones Institucionales del Gobierno de Aragón, relacionado con la revisión de oficio de diversas actuaciones contractuales.
VI.- OTROS DOCUMENTOS.
→ Informe especial de supervisión publicidad de los contratos tramitados por emergencia durante el estado de alarma derivado del covid-19, de 8 de mayo de 2020), elaborado por la Oficina Independiente de Regulación y Supervisión de la Contratación (OIRESCON) (última actualización de 23 de junio de 2020). 
Puede consultarse en la siguiente Web:
https://www.hacienda.gob.es/RSC/OIReSuC/COVID-19/INFORME%20ESPECIAL%20EMERGENCIAS/VERSIÓN%2023-06-2020/ÚLTIMA%20ACTUALIZACIÓN%20EMERGENCIAS%2023%20de%20junio.pdf
→ Informes de la Abogacía del Estado en relación con las incidencias en materia de contratación como consecuencia del estado de alarma derivado del covid-19.
Se han emitido diversos informes por la Abogacía del Estado desde la declaración del estado de alarma derivado del covid-19 en materia de contratación.
Puede consultarse en la siguiente Web:
https://www.arpa.es/recopilatorio-de-los-informes-de-la-abogacia-del-estado/
 y en:
https://contratodeobras.com/efecto-directo-de-las-nuevas-directivas-europeas-de-contratacion/#indicecovid
→ Notas informativas de órganos de resolución del recurso especial en materia de contratación en relación con las incidencias en materia de contratación como consecuencia del estado de alarma derivado del covid-19
.
1.- Andalucía.
No hay nuevas informaciones desde el último Seminario.
2.- Castilla León.
No hay nuevas informaciones desde el último Seminario.
3.- Madrid.
No hay nuevas informaciones desde el último Seminario.
4.- Navarra.
No hay nuevas informaciones desde el último Seminario.
5.- País Vasco.
No hay nuevas informaciones desde el último Seminario.
� Es necesario advertir los cambios continuos de normativa que se han producido en estos días en materia de contratación pública. La mayoría de ellos como consecuencia de la execrable y abominable técnica normativa y pésima literatura jurídica con que se redactan las normas. Esta pandemia jurídica ha dado lugar a sucesivos informes de la Abogacía del Estado intentando conciliar incoherencias normativas irreconciliables. A su vez, muchos de estos informes están en el origen de las sucesivas modificaciones normativas. Por todo ello se recomienda consultar la edición electrónica del BOE del Código de Contratos del Sector Público, aunque en estos momentos se encuentra actualizada hasta el 21 de septiembre de 2020, en la fecha en que se redacta este informe, de manera que no incluye las últimas novedades que se relacionan en este informe. 


� Todas las Comunidades Autónomas han aprobado normas específicas de medidas urgentes para responder al impacto generado por el COVID-19, que puede consultarse en el Código electrónico del BOE COVID-19: Derecho Europeo, Estatal y Autonómico, versión actualizada hasta el 26 de noviembre de 2020-Derecho Europeo y Estatal- y 30 de noviembre de 2020 -Autonómico- (en la fecha en que se redacta este informe). 





� Pueden consultarse en las páginas WEB de cada uno de estos órganos de resolución de recursos especiales de contratación.
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